PROYECTO DE RESOLUCIÓN

LA CÁMARA DE DIPUTADOS

DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

RESUELVE


 Expresar su concordancia y complacencia con el criterio sostenido por del juez del fuero federal Dr. Norberto Oyarbide, al declarar la inconstitucionalidad  de los decretos nacionales 2.745/90 y 1002/89, haciendo lugar a lo peticionado por la Fiscalía de Investigaciones Administrativas de la Nación y la Secretaría de Derechos Humanos, ambas de la órbita nacional. 

Cabe consignar que  mediante dichos decretos se indultó a José Alfredo Martínez de Hoz y Albano Harguindeguy, con relación a causas abiertas por el secuestro extorsivo de empresarios. 

FUNDAMENTOS


El juez federal Norberto Oyarbide declaró inconstitucionales los decretos de indulto 2745/90 y 1002/89, firmados por el ex presidente Carlos Menem, mediante los cuales se benefició al ex ministro de Economía de la última dictadura militar, José Alfredo Martínez de Hoz y al ex ministro del Interior Albano Harguindeguy, quedando ambos en condiciones de ser juzgados por el secuestro extorsivo de dos empresarios ocurrido en 1976. 

La causa judicial abierta contra los referidos personeros del gobierno de facto, investiga los secuestros de Federico Gutheim y su hijo Miguel Ernesto.  Dichos empresarios, quienes pasaron cinco meses presos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional, fueron secuestrados con el fin de presionarlos a aceptar un contrato de exportación para su empresa algodonera, beneficioso a los intereses del Ministerio de Economía que conducía Martínez de Hoz. 

 Asimismo, es de destacar que la declaración de inconstitucionalidad de los indultos había sido solicitada por el fiscal de Investigaciones Administrativas Manuel Garrido, en junio pasado, y luego por la Secretaría de Derechos Humanos que encabeza Eduardo Luis Duhalde. 

La convicción de que existieron fuertes vinculaciones entre la política económica del gobierno de facto y los métodos de represión ilegal instrumentados desde la cúpula del poder tiránico, movió al gobierno, en procura de justicia, a presentarse a través de la Secretaría de Derechos Humanos. 

Como síntesis conceptual de la presentación efectuada por el gobierno, valga citar una frase de su fundamentación: "Hubo una unidad en el accionar represivo del Estado y la implementación de la política económica de la dictadura".

Actuar con justicia implica necesariamente la búsqueda de la verdad material, para luego contrastarla con la escala jerárquica de valores que constituyen el acerbo axiológico de una nación.  Es entonces, a partir de esa compulsa, que el acto de justicia será coherente con el deber de fortalecer las instituciones del Pueblo, aventando la posibilidad de instalar la impunidad como una práctica delatora de que, en lugar del Pueblo, pueda gobernar una oligarquía.  

Así, esta Cámara de Diputados, en tanto legítima representante del Pueblo, debe manifestar su concordancia y complacencia por la medida dictada por el Juez actuante en la causa mencionada ut supra, al declarar la inconstitucionalidad de los decretos 2745/90 y 1002/89 en cuestión.

Pido al Honorable Cuerpo, en consecuencia de los argumentos expuestos en la presente fundamentación, acompañe el presente proyecto de resolución con el voto afirmativo. 

